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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 18 dieciocho de julio de 2025 dos 

mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa por la que se reforma el segundo 

párrafo del artículo 278 de la Ley para el Gobierno y Administración de 

los Municipios del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 1 de julio 

de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 3 tres de julio del año 2025 dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a las Magistradas y Magistrados que lo integran, para 

efecto de recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la 

opinión jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto 

por el artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 33, 

celebrada el 16 dieciséis de julio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó 

este documento en los términos que más adelante se detallan; en 

consecuencia se conformó la actual opinión jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional y la Diputada de la 

Representación Parlamentaria del Partido de la Revolución 

Democrática, a efecto de reformar el segundo párrafo del artículo 278 

de la Ley para el Gobierno y Administración de los Municipios del 

Estado de Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los 

argumentos que a continuación se exponen: 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La propuesta de reforma al artículo 278 de la Ley para el Gobierno 

y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato plantea 

una medida razonable al extender de cuatro a seis meses el plazo para 

que los ayuntamientos aprueben su Programa de Gobierno Municipal. 

Esta ampliación busca permitir una mejor coordinación con los 

instrumentos de planeación federal y estatal, lo cual es coherente con 

los principios constitucionales de coordinación intergubernamental y 

autonomía municipal. 

La intención es adecuada y justificada, y es pertinente reflexionar 

que el ajuste del plazo no debe interpretarse como una flexibilización 

excesiva que dilate injustificadamente el inicio de la planeación 

municipal, sino que tiene la finalidad que el nuevo margen de seis 

meses sirva efectivamente como herramienta de mejor alineación 

estratégica, sin convertirse en un margen de inercia administrativa en 

detrimento de la gestión pública municipal. 
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IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

La iniciativa propone modificar el artículo 278 de la Ley para el 

Gobierno y Administración de los Municipios del Estado de Guanajuato, 

ampliando de cuatro a seis meses el plazo que tienen los 

Ayuntamientos para aprobar su Programa de Gobierno Municipal 

después de iniciar su gestión. 

El objetivo central es alinear mejor la planeación municipal con los 

instrumentos de planeación federal y estatal (Plan Nacional de 

Desarrollo y Programa de Gobierno del Estado), evitando que los 

municipios aprueben planes sin contar con la información completa de 

los otros niveles de gobierno. 

Ampliar el plazo hasta seis meses permite que los gobiernos 

municipales puedan considerar, al elaborar sus programas, los 

contenidos definitivos de los planes federal y estatal, que suelen 

publicarse varios meses después del inicio del nuevo gobierno local. 

Esta sincronización resulta positiva, pues favorece políticas públicas 

más integradas y menos fragmentadas. 

El ajuste no genera un impacto presupuestal directo ni requiere la 

creación de nuevas estructuras administrativas. Sin embargo, podría 

implicar ajustes logísticos en los procesos internos de planeación 

participativa, como consultas públicas, mesas técnicas o talleres 
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ciudadanos. Por ello, los municipios deberán prever adecuaciones 

reglamentarias y administrativas que acompañen la reforma. 

 

V. COMENTARIOS PARTICULARES: 

Un plan de desarrollo, en la administración pública, se ha definido 

como “una herramienta de gestión que busca promover el desarrollo 

social en una determinada región”1, concepto vinculado con acciones 

de gobierno y sus políticas públicas, cuyo objeto es mejorar la calidad 

de vida de los ciudadanos y atender las necesidades básicas urgentes.  

En México, el Plan Nacional de Desarrollo está regulado 

principalmente en el artículo 26, apartado A, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos que establece que el Estado 

organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo 

nacional que dará lugar a planes y programas que deberán de ser 

obligatorios para la Administración Pública Federal y en la Ley de 

Planeación se regula específicamente la formulación, instrumentación, 

control y evaluación del Plan Nacional de Desarrollo, así como la 

participación de los distintos sectores de la sociedad.  

Al respecto, en el Estado de Guanajuato, su regulación se 

encuentra contenida en el artículo 14 apartado A, de la Constitución 

 

1 Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de México. 

https://copladem.edomex.gob.mx/planes_de_desarrollo  

https://copladem.edomex.gob.mx/planes_de_desarrollo
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Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, que señala que el 

Estado organizará un Sistema de Planeación Democrática del 

Desarrollo de la Entidad, mediante la participación de los Sectores 

Público, Privado y Social, velando por la estabilidad de las finanzas 

públicas para coadyuvar a generar condiciones favorables para el 

crecimiento económico y el empleo, estableciendo que los planes 

municipales deberán observar dicho principio.  

Por tanto, siendo la Ley para el Gobierno y Administración de los 

Municipios del Estado de Guanajuato la encargada de establecer las 

bases generales del Gobierno y de la Administración Pública Municipal, 

es la normativa que contempla en el artículo 25, fracción l, inciso d) la 

atribución de los ayuntamientos para fijar las bases para la elaboración 

del Plan Municipal de Desarrollo, del Programa de Gobierno Municipal 

y de los programas derivados de este último, así como también en los 

artículos 275, 276, 277, 278, 279, 280, 281, establecen las bases generales 

para el Programa de Gobierno Municipal.  

En el año 2020, se publicó una Guía para la elaboración de Planes 

Municipales de Desarrollo con el enfoque de la Agenda 20302, cuyas 

etapas clave son: 1) Diagnóstico. Se definen las principales 

necesidades y problemáticas que atañen al municipio. 2) Formulación. 

Se establecen objetivos generales y específicos, así como el diseño de 

 

2 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/590381/Gu_a_Planes_Municipales_Soste

nibles_VF.pdf  

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/590381/Gu_a_Planes_Municipales_Sostenibles_VF.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/590381/Gu_a_Planes_Municipales_Sostenibles_VF.pdf
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estrategias y asignación de recursos; 3) Ejecución. Se llevan a cabo las 

acciones y proyectos definidos en el programa; 4) Seguimiento. 

Recopilan información periódica sobre el progreso de las acciones y se 

establecen indicadores clave para medir el avance del programa y; 5) 

Evaluación. Analizan el impacto del programa en la mejora de las 

condiciones de vida de la población y en el desarrollo del municipio.  

Consecuentemente, al estar contemplados en todos los niveles de 

gobierno, se desprende que los programas de gobierno o planes de 

desarrollo, son herramientas clave para establecer objetivos, 

prioridades, estrategias y metas claras para la administración pública, 

y alinear programas sectoriales, regionales y municipales, así como 

políticas públicas entre los diferentes niveles de gobierno, garantizando 

la participación ciudadana y permitiendo evaluar el desempeño de la 

administración.  

En México, la planeación municipal se regula principalmente a 

través de la Ley Orgánica Municipal de cada estado y, en algunos 

casos, de leyes específicas de planeación estatal y municipal. Si bien 

no existe un plazo único a nivel nacional, la mayoría de los estados 

establecen entre 3 y 6 meses desde la toma de posesión del 

Ayuntamiento para aprobar su Plan o Programa de Gobierno 

Municipal.  
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Normativa Plazo 

Ley de Planeación para el 

Estado de Jalisco y sus Municipios. 

Artículo 47.- La aprobación o 

en su caso actualización o 

sustitución del Plan Municipal, se 

hará dentro de los sesenta días 

naturales siguientes a la 

presentación ante el 

Ayuntamiento, debiendo ser 

publicado en la gaceta u órgano 

oficial de difusión municipal, 

dentro de los treinta días naturales 

siguientes. 

Ley de Planeación del Estado 

de México y Municipios. 

Artículo 22.- Los planes de 

desarrollo se formularán, 

aprobarán y publicarán dentro 

de un plazo de seis meses para el 

Ejecutivo del Estado y tres meses 

para los ayuntamientos, contados 

a partir del inicio del período 

constitucional de gobierno y en su 

elaboración se tomarán en 

cuenta las opiniones y 
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aportaciones de los diversos 

grupos de la sociedad… 

Ley de Planeación del Estado 

de Veracruz de Ignacio de la 

Llave. 

ARTÍCULO 44.- Los planes 

municipales de desarrollo de 

cada uno de los municipios del 

Estado deberán tener una visión 

estratégica integral para el 

desarrollo sostenible a mediano y 

largo plazo, armonizados con las 

estrategias estatales, nacionales e 

internacionales. Su elaboración o, 

en su caso, actualización, 

aprobación y publicación tendrá 

un plazo improrrogable de cuatro 

meses, contado a partir de la 

fecha de la toma de posesión de 

los Ayuntamientos respectivos. 

Ley de Planeación para el 

Desarrollo del Estado de Yucatán. 

Artículo 28.- Los planes 

municipales de desarrollo 

contendrán los elementos 

descritos en el artículo 118 de la 

Ley de Gobierno de los Municipios 

del Estado de Yucatán, y deberán 

estar alineados al Plan Estatal y a 
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los programas de mediano plazo. 

Los planes municipales de 

desarrollo deberán elaborarse, 

aprobarse y publicarse, en un 

plazo de noventa días contados a 

partir de la fecha en que tomen 

posesión los presidentes 

municipales. 

  

En términos generales, el plazo comúnmente adoptado por las 

entidades federativas para la aprobación de los planes o programas 

municipales de desarrollo es de cuatro meses contados a partir del 

inicio de la gestión municipal. Sin embargo, no se advierte un riesgo 

significativo en ampliar este plazo a seis meses, siempre que el propósito 

sea garantizar que el Programa de Gobierno Municipal esté 

debidamente alineado con los instrumentos de planeación estatal y 

federal, asegurando coherencia y continuidad entre los distintos niveles 

de gobierno, respetando la autonomía municipal.  

Un riesgo operativo es que los reglamentos municipales de 

planeación, actualmente vigentes, contemplan el plazo anterior de 

cuatro meses. Si no se armonizan estos instrumentos locales tras la 

reforma, podrían generarse contradicciones normativas internas y 

responsabilidades administrativas derivadas de su incumplimiento. 
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Finalmente, la reforma es una medida de carácter procedimental 

que optimiza la planeación municipal sin alterar el contenido sustantivo 

de los instrumentos.  

La iniciativa en análisis es constitucional, ya que se enmarca en la 

autonomía municipal reconocida por el artículo 115 de la Constitución 

Federal, al adecuar el plazo de aprobación del Programa de Gobierno 

a los tiempos de los planes federal y estatal. Es legal, porque mantiene 

un plazo obligatorio, cierto y razonable, lo que fortalece el principio de 

legalidad y el control sobre la función pública municipal. 

CONCLUSIONES:  

La iniciativa de reforma se trata de una reforma técnicamente 

viable y jurídicamente sólida, que atiende necesidades prácticas de 

planeación sin vulnerar los principios fundamentales del régimen 

municipal mexicano, pero es necesario que los ayuntamientos revisen 

y, en su caso, reformen sus reglamentos internos de planeación y 

demás normatividad secundaria aplicable, para alinear los plazos y 

procedimientos a la nueva disposición legal, garantizar coherencia 

normativa en todos los niveles de la administración municipal y evitar 

interpretaciones contradictorias que puedan afectar la validez de los 

actos de gobierno. 

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, construir un mejor estado de derecho y 

proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus derechos 
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humanos, reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

 


